
 
 

 
 
 
 
 
 

 
Consejo Superior de la Judicatura 

        Consejo Seccional de la Judicatura del Atlántico 
                            JUZGADO SEGUNDO CIVIL DEL CIRCUITO EN ORALIDAD 
                                                                SOLEDAD – ATLANTICO  

 
JUZGADO SEGUNDO CIVIL DEL CIRCUITO EN ORALIDAD 

SOLEDAD, VEINTIDOS (22) DE MARZO DE DOS MIL VEINTITRES (2023). 
 
ASUNTO: ACCIÓN DE TUTELA DE PRIMERA INSTANCIA 
RADICACIÓN: 08758-31-12-002-2023-0113-00 
ACCIONANTE: JULIO ALBERTO OROZCO PAREJO Y LUIS ANTONIO OROZCO PAREJO 
ACCIONADO: JUZGADO TERCERO DE PEQUEÑAS CAUSAS Y COMPETENCIAS MULTIPLES DE 
SOLEDAD, ALCALDIA DE SOLEDAD, SECRETARIA DE GOBIERNO DE SOLEDAD, INSPECCION DE 
POLICIA DE SOLEDAD 

 
ASUNTO A TRATAR 

 
Se decide la ACCIÓN DE TUTELA incoada por los señores JULIO ALBERTO OROZCO 
PAREJO Y LUIS ANTONIO OROZCO PAREJO  a través de apoderado judicial DR. 
CARLOS ANDRES BALZA PACHECO, en contra del JUZGADO TERCERO DE 
PEQUEÑAS CAUSAS Y COMPETENCIAS MULTIPLES DE SOLEDAD, ALCALDIA DE 
SOLEDAD, SECRETARIA DE GOBIERNO DE SOLEDAD, INSPECCION DE POLICIA DE 
SOLEDAD por la presunta vulneración de sus derechos fundamentales a la DIGNIDAD 
HUMANA, VIVIENDA DIGNA Y SALUD 
 

ANTECEDENTES 
 
La parte accionantes expresa como fundamentos del libelo incoatorio los siguientes: 
 

 

 

SIGCMA 
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PRETENSIONES 
 
Con  fundamento  en  los  argumentos  antes  esgrimidos,  solicita: 

 

 
 

 
 
 

ACTUACIONES 
 

La presente acción de tutela correspondió por reparto a esta agencia judicial, siendo 
admitida a través de providencia calendada 9 de marzo de 2023, ordenándose correr 
traslado a los accionados a fin de que ejercieran su derecho a la defensa, requiriendo al 
Juzgado accionado a fin de que junto a su informe remitiera el link de acceso al expediente 
digital 2017-0896 
Asimismo, vincula al trámite a EDUARDO DURAN RAMIREZ, ELENA KARINA  
MONTENEGRO PAZ, BANCO AGRARIO, ROSALBA BARRAGAN DE COBA,  
CONFIDESARROLLO, NOTARIA PRIMERA DE SOLEDAD, FISCALÍA 7 SECCIONAL DE  
SOLEDAD 
 
Finalmente debido a la condición de salud puesta de presente así como la edad de los 
actores, se concedió la medida provisional solicitada. 
Informe allegado en los siguientes términos: 
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INFORME JUZGADO TERCERO DE PEQUEÑAS CAUSAS Y COMPETENCIAS 
MULTIPLES DE SOLEDAD 
JUAN JOSE PATERNINA SIMANCAS, en calidad de Juez, manifestó: 
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INFORME ALCALDIA DE SOLEDAD -  INSPECCION PRIMERA POLICIA SOLEDAD 

FERNANDO DE JESUS CARVAJAL VILLARREAL,  en calidad de Inspector Primero de 
Policía de Soledad, manifestó: 
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INFORME GRUPO EMPRESARIAL CONFIDESARROLLO EXPRESS S.A.S. 
KARLA SOFIA ALARCON JIMENEZ,  en calidad de apoderada, manifestó: 
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INFORME FISCALIA SEPTIMA SECCIONAL SOLEDAD 
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PROBLEMA JURÍDICO 

 
De conformidad con lo preceptuado, corresponde determinar lo siguiente:  
 
¿Es procedente la acción de tutela para amparar los derechos fundamentales a la 
DIGNIDAD HUMANA, VIVIENDA DIGNA Y SALUD, invocados por el señor JULIO 
ALBERTO OROZCO PAREJO Y LUIS ANTONIO OROZCO APREJO a través de 
apoderado judicial, presuntamente vulnerados por el JUZGADO TERCERO DE 
PEQUEÑAS CAUSAS Y COMPETENCIAS MULTIPLES DE SOLEDAD, ALCALDIA DE 
SOLEDAD, SECRETARIA DE GOBIERNO DE SOLEDAD, INSPECCION DE POLICIA DE 
SOLEDAD con ocasión de la diligencia de desalojo que asegura le fue notificada con dos 
días de anterioridad lo que resulta vulneratorio por la edad y condición de salud de los 
actores? 
 

   FUNDAMENTO NORMATIVO Y JURISPRUDENCIAL 
 
El marco constitucional está conformado por el artículo 29 y 86 de la Constitución Política, 
Decreto 2591 de 1991. Sentencia No. C-543/92, T- 231/94, T- 118/95, T- 492/95, SU 542/99, 
T-200/2004, T- 774/2004, T-106/2005, T-315/2005, C 590/2005, T-060- 2016, entre muchas 
otras. 
 

CONSIDERACIONES  
 
El Constituyente de 1991, se preocupó por constitucionalizar no sólo una completa 
declaración de derechos, sino por crear los mecanismos idóneos para su eficaz protección. 
 
La acción de tutela se estableció en la Constitución Política Colombiana, como un 
mecanismo residual, para aquellos casos de violación de Derechos Fundamentales en los 
cuales la persona afectada no tuviere ningún otro mecanismo para proteger su derecho, así 
se tiene por visto que la esencialidad de la Acción de Tutela es la de proteger estrictamente 
estas garantías que se vean vulnerados por la acción u omisión de cualquier persona. 
 
Se enuncia el estudio de los derechos fundamentales invocados:  
 
DIGNIDAD HUMANA La Corporación ha identificado tres lineamientos claros y 
diferenciables: (i) la dignidad humana entendida como autonomía o como posibilidad de 
diseñar un plan vital y de determinarse según sus características; (ii) la dignidad humana 
entendida como ciertas condiciones materiales concretas de existencia; y (iii) la dignidad 
humana entendida como intangibilidad de los bienes no patrimoniales, integridad física e 
integridad moral o, en otras palabras, que los ciudadanos puedan vivir sin ser sometidos a 
cualquier forma de humillación o tortura. Frente a la funcionalidad de la norma, este Tribunal 
ha puntualizado tres expresiones de la dignidad humana entendida como: (i) principio 
fundante del ordenamiento jurídico y por tanto del Estado, y en este sentido la dignidad como 
valor; (ii) principio constitucional; y (iii) derecho fundamental autónomo. 
 
Entendido como derecho fundamental autónomo, la Corte ha determinado que la dignidad 
humana equivale: (i) al merecimiento de un trato especial que tiene toda persona por el 
hecho de ser tal; y (ii) a la facultad que tiene toda persona de exigir de los demás un trato 
acorde con su condición humana. Por tanto, la dignidad humana se erige como un derecho 
fundamental, de eficacia directa, cuyo reconocimiento general compromete el fundamento 
político del Estado. 
 
Como es bien sabido, el Artículo 1 de la Carta Política instituye a la dignidad humana como 
uno de los tres pilares fundantes del Estado Social de Derecho Colombiano. Así reza dicha 
disposición constitucional: “Colombia es un Estado social de derecho, organizado en forma 
de República unitaria, descentralizada, con autonomía de sus entidades territoriales, 
democrática, participativa y pluralista, fundada en el respeto de la dignidad humana, en el 
trabajo y la solidaridad de las personas que la integran y en la prevalencia del interés 
general.” 
 
En desarrollo del mencionado precepto superior, la Corte Constitucional ha señalado que 
la dignidad humana se debe entender bajo las siguientes dimensiones: a partir de su objeto 
concreto de protección y con base en su funcionalidad normativa. 
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VIVIENDA DIGNA En síntesis, la jurisprudencia constitucional determina que el concepto 
de vivienda digna implica que las personas habiten un lugar propio o ajeno que posibilite el 
desarrollo de su vida dentro de condiciones mínimas de dignidad y seguridad. En ese 
sentido, una “vivienda digna” debe contar con las condiciones adecuadas para no poner en 
peligro la vida e integridad física de sus ocupantes. Así mismo, esta Corte establece que 
cuando esté en discusión el derecho a la vivienda de sujetos de especial protección 
constitucional o en situación de vulnerabilidad (incluida la socioeconómica), las autoridades 
competentes deben tomar las medidas alternativas que sean menos gravosas para estos 
y, en todo caso, procurar soluciones provisionales o definitivas de vivienda 
 
La Corte constitucional ha analizado la naturaleza jurídica de esta garantía y ha 
determinado que se trata de un derecho fundamental autónomo, que su protección a través 
de la tutela se encuentra condicionada a la posibilidad de que este se traduzca en un 
derecho subjetivo, que se aplica para todos, indistintamente de que se trate de personas o 
familias e independientemente de su edad, sexo, o situación económica, es decir, sin 
sujeción a cualquier tipo de discriminación. 

 
SALUD La consagración normativa de la salud como derecho fundamental es el resultado 
de un proceso de reconocimiento progresivo impulsado por la Corte Constitucional y 
culminado con la expedición de la Ley 1751 de 2015, también conocida como Ley Estatutaria 
de Salud. El servicio público de salud, ubicado en la Constitución Política como derecho 
económico, social y cultural, ha venido siendo desarrollado por la jurisprudencia –con 
sustento en la Observación General No. 14 del Comité de Derechos Económicos, Sociales 
y Culturales (CDESC)– en diversos pronunciamientos. Estos fallos han delimitado y 
depurando el contenido del derecho, así como su ámbito de protección ante la justicia 
constitucional, lo que ha derivado en una postura uniforme que ha igualado el carácter 
fundamental de los derechos consagrados al interior de la Constitución. 
 
La salud fue inicialmente consagrada en los artículos 48 y 49 de la Constitución Política 
como un servicio público a cargo del Estado y concebida como derecho económico, social 
y cultural por su naturaleza prestacional. Si bien se reconocía su importancia por el valor 
que tenía para garantizar el derecho fundamental a la vida –sin el cual resultaría imposible 
disfrutar de cualquier otro derecho, inicialmente se marcaba una división jerárquica entre 
los derechos de primera y segunda generación al interior de la Constitución: los primeros 
de aplicación inmediata y protección directa mediante acción de tutela (Capítulo I del Título 
II); los segundos de carácter programático y desarrollo progresivo (Capítulo II del Título II). 
 
 Esta división fue gradualmente derribada por la jurisprudencia constitucional para avanzar 
hacia una concepción de los derechos fundamentales fundada en la dignidad de las 
personas y en la realización plena del Estado Social de Derecho. De esta manera, pese al 
carácter de servicio público de la salud, se reconoció que su efectiva prestación constituía 
un derecho fundamental susceptible de ser exigido a través de la acción de tutela. A 
continuación se hará una breve reseña de los pronunciamientos cruciales que desarrollaron 
la concepción de la salud como derecho fundamental en sí mismo. 

 
ANÁLISIS DEL CASO CONCRETO 

 
Revisado el sub-lite, encuentra éste Despacho que el problema jurídico radica en que los 
señores JULIO ALBERTO OROZCO PAREJO y  LUIS ANTONIO OROZCO PAREJO, 
considera vulnerados sus derechos por parte del JUZGADO TERCERO DE PEQUEÑAS 
CAUSAS Y COMPETENCIAS MULTIPLES DE SOLEDAD, ALCALDIA DE SOLEDAD, 
SECRETARIA DE GOBIERNO DE SOLEDAD, INSPECCION DE POLICIA DE SOLEDAD, 
con ocasión  a la diligencia de desalojo que le fue notificada con dos días de anticipación, 
vulnerando así los derechos fundamentales de los actores. 
 
El apoderado judicial de la parte actora, asegura en su escrito tutelar que el día 6 de marzo 
de 2023 los actores fueron notificados de la diligencia de desalojo que sería adelantada el 
9 de marzo de 2023. De igual forma, da cuenta al Despacho que los accionantes son 
personas de la tercera edad, aunado a ello que uno de los dos cuenta con una condición 
de salud delicada por presentar varios diagnósticos, asimismo, que en la vivienda objeto de 
la diligencia reside también la esposa de uno de los actores quien también es de la tercera 
edad y sus nietos que son menores de edad. 
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Por lo anterior como medida provisional solicitó que se ordenara la suspensión de la 
diligencia de desalojo y que la misma sea reprogramada; y como pretensión de la acción 
de tutela solicita que se ordene al Juzgado accionado a llamar a las partes para realizar la 
entrega del inmueble de común acuerdo a fin de evitar impresiones que alteren el estado 
de salud de uno de los accionantes, además otorgándole un tiempo prudencial para ubicar 
un lugar donde vivir. 
 
Por su parte la titular del Despacho accionado, asegura que no ha vulnerado los derechos 
fundamentales invocados por la parte accionante. Asimismo, que en el proceso ejecutivo 
hipotecario 2017-0896, se desarrolló en apego  a las normas que lo regulan, respetando los 
términos, procedimiento e intervención de las partes. 
 
La INSPECCION PRIMERA DE POLICIA DE SOLEDAD  en su informe manifiesta no estar 
vulnerando los derechos fundamentales de los accionantes, lo anterior debido a que 
notificaron por aviso el 6 de marzo de 2023 que se adelantaría diligencia de desalojo el día 
9 de marzo de 2023; asimismo, que llegado el día para llevar a acabo la diligencia, 
evidencian que el señor JULIO OROZCO  es una persona de la tercera edad, en cama con 
suministro de oxigeno sin embargo, desconoce el estado de salud del mismo por cuanto no 
hubo exposición de su historia clínica; por su parte el señor LUIS OROZCO evidencia que 
es una persona de la tercera edad, pero también se desconoce su estado de salud ya que 
no hubo exposición de la historia clínica ni certificación de un médico. 
 
Finalmente asegura que no existe vulneración de los derechos invocados por cuanto  el 
mismo 9 de marzo de 2023 las partes en común acuerdo resolvieron suspender la diligencia 
y reprogramarla para el día 17 de marzo de 2023, comprometiéndose el apoderado judicial 
DR CARLOS BALZA a hacer la entrega material y pacifica del bien inmueble. Por lo anterior 
solicita se configure carencia de objeto por hecho superado por haberse suspendido y 
postergado la diligencia objeto de esta acción. 
 
El vinculado GRUPO EMPRESARIAL CONFIDESARROLLO EXPRESS S.A.S  en su 
informe resume el trámite procesal adelantado al interior el proceso ejecutivo hipotecario 
2017-0896, asegurando que el mismo se desarrollo respetando el debido proceso y defensa 
de las partes, asimismo, que los actores tenían pleno conocimiento del proceso que se 
seguía así como de la diligencia de desalojo que había sido programada y notificada. 
Concluye asegurando que en el presente caso se trata de cosa juzgada, ya que el día 9 de 
marzo de 2023 en el marco de la diligencia de desalojo se levantó acta donde las partes en 
común acuerdo resuelven la entrega del bien inmueble el día 17 de marzo de 2023 de 
manera voluntaria y pacífica. 
 
Una vez revisados los hechos y pruebas presentados por la parte actora se evidencia que 
los accionantes son personas de la tercera edad, que además se evidencia por historia 
clínica aportada que padecen una condición de salud que los hace sujetos especiales de 
protección constitucional.  
 
Ahora bien, en relación al objeto de la presente acción se tiene, que el apoderado judicial 
de la parte actora, invoca sean amparados los derechos fundamentales a la dignidad 
humana, vivienda digna y salud, debido a que fueron notificados con dos días de 
anterioridad sobre la diligencia de desalojo que se llevaría a cabo el 9 de marzo de 2023. 
Que en atención a la premura de la misma no es posible ubicar un lugar donde vivir teniendo 
en cuenta las condiciones que se requieren para los actores. Por lo anterior solicita que 
como medida provisional se suspenda la diligencia programada para el 9 de marzo de 2023, 
y como pretensión principal de la acción de tutela solicita que se ordene al Juzgado 
accionado que llame a las partes a fin de realizar una entrega programada y pacifica y así 
evitar que la situación ponga en peligro la vida de uno de los actores. 

 
Ahora bien, la Corte ha reiterado: 
“Al  respecto,  ha  señalado  la  Corte  Constitucional  que: “la  acción  de  tutela  constituye  un 
mecanismo preferente y sumario de defensa judicial al cual puede acudir cualquier persona para 
asegurar la protección inmediata de sus derechos fundamentales, cuando quiera que estos resulten 
vulnerados o amenazados por la acción o la omisión de cualquier autoridad pública o de los 
particulares en los casos que defina la ley. 
 
4.2.  Atendiendo  al  diseño  constitucional  previsto  en  el  artículo  86 Superior,  la  acción  de tutela  
tiene un  carácter  residual  y  subsidiario,  lo  que  significa  que  su  procedencia  se encuentra  
condicionada  a  que  “el  afectado  no  disponga  de  otro  medio  de  defensa judicial”.  En  ese  
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sentido,  en  principio,  le  corresponde  al  interesado  agotar  todos  los medios judiciales ordinarios 
y extraordinarios que tenga al alcance para procurar la defensa de sus derechos fundamentales, 
como requisito previo para acudir al mecanismo de amparo constitucional. No  obstante,  el  mismo  
mandato  constitucional,  en  concordancia  con  lo  previsto  en  el artículo sexto, numeral 1º, del 
Decreto 2591 de 1991, establece excepciones a dicha regla, en el sentido de considerar que la 
acción de tutela será procedente aunque el afectado cuente con otro medio de defensa(i)cuando la 
misma se utilice como mecanismo transitorio para evitar un perjuicio irremediable o,(ii)cuando, en 
correspondencia con la situación fáctica bajo análisis, se pueda establecer que los recursos judiciales 
no son idóneos ni eficaces para superarla amenaza o vulneración de los derechos fundamentales 
invocados. (…)” 
 
 

Como quiera que los accionados y vinculados coinciden en afirmar que la diligencia de 
desalojo fue suspendida y reprogramada de común acuerdo, y que como prueba de lo 
anterior allegaron al expediente el acta levantada en la que se evidencia: 
 

 
 
Como quiera que la pretensión del apoderado judicial de la parte actora era la 
reprogramación de la diligencia y con fundamento en el acta antes expuesta, considera este 
Despacho que los hechos que dieron origen a la presente acción fueron superados.  
 
En gracia de discusión, si bien el Despacho no desconoce la edad y condición de salud de 
los actores, lo que los hace sujetos especiales de protección constitucional, vale la pena 
señalar que en el caso puesto de presente no se evidencia vulneración a derechos 
fundamentales de la parte actora. 
 

Al respecto, la Corte Constitucional mediante sentencia T-358 de 2014 manifiesta: 
“La carencia actual de objeto por hecho superado se da cuando entre el momento de la interposición de la 

acción de tutela y el momento del fallo se satisface por completo la pretensión contenida en la demanda de 

amparo, razón por la cual cualquier orden judicial en tal sentido se torna innecesaria. En otras palabras, 

aquello que se pretendía lograr mediante la orden del juez de tutela ha acaecido antes de que el mismo diera 

orden alguna. Respecto a la carencia actual de objeto por hecho superado, la Corte ha indicado que el 

propósito de la acción de tutela se limita a la protección inmediata y actual de los derechos fundamentales, 

cuando éstos resulten vulnerados o amenazados por la acción u omisión de las autoridades públicas, o de los 

particulares en los casos expresamente consagrados en la ley. Sin embargo, cuando la situación de hecho que 

origina la supuesta amenaza o vulneración del derecho desaparece o se encuentra superada, la acción de tutela 

pierde su razón de ser, pues en estas condiciones no existiría una orden que impartir. Por otro lado, la carencia 

actual de objeto por daño consumado se presenta cuando la vulneración o amenaza del derecho fundamental 

ha producido el perjuicio que se pretendía evitar con la acción de tutela, de modo tal que ya no es posible 

hacer cesar la violación o impedir que se concrete el peligro, y lo único que procede es el resarcimiento del 

daño causado por la vulneración del derecho fundamental. “ 

 
 
POR LO ANTERIORMENTE EXPUESTO, EL JUZGADO SEGUNDO CIVIL DEL CIRCUITO 
EN ORALIDAD DE SOLEDAD - ATLÁNTICO, ADMINISTRANDO JUSTICIA EN NOMBRE 
DE LA REPÚBLICA Y POR AUTORIDAD DE LA LEY.- 
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RESUELVE 
 
 
PRIMERO: DECLARAR IMPROCEDENTE POR CARENCIA DE OBJETO POR HECHO 
SUPERADO  la acción de tutela presentada por los señores JULIO ALBERTO OROZCO 
PAREJO Y LUIS ANTONIO OROZCO PAREJO  a través de apoderado judicial DR 
CARLOS BALZA, contra JUZGADO TERCERO DE PEQUEÑAS CAUSAS Y 
COMPETENCIAS MULTIPLES DE SOLEDAD, ALCALDIA DE SOLEDAD, SECRETARIA 
DE GOBIERNO DE SOLEDAD, INSPECCION DE POLICIA DE SOLEDAD, por la presunta 
vulneración de sus derechos fundamentales a la DIGNIDAD HUMANA, VIVIENDA DIGNA 
Y SALUD de conformidad con lo expuesto en la parte motiva de esta providencia.  

 
SEGUNDO: Notificar ésta providencia a las partes, así como al señor Defensor del Pueblo 
de la Ciudad, por el medio más expedito y eficaz. 

  
TERCERO: En su oportunidad en caso de no ser impugnado el presente fallo, remítase el 
expediente a la Honorable Corte Constitucional para su eventual revisión, según lo 
dispuesto en el Decreto 2591 de 1.991. 

 

 
NOTA: SE FIRMA EN FORMATO PDF EN RAZÓN A LOS INCONVENIENTES QUE 

PRESENTA LA PAGINA DE FIRMA DIGITAL 
 
 
 
 
 
 
 
 
 


